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El presente trabajo pretende estudiar los principales delitos cometidos contra la 
administración pública a través de los funcionarios públicos y en especial 
énfasis en los delitos cometidos por las autoridades, funcionarios y empleados 
públicos del Ministerio de Transporte e Infraestructura en el proceso de 
licitación, presentación de recurso de aclaración impugnación, adjudicación y 
ejecución del contrato, de ampliación de la carretera Managua (Ticuantepe) –
Masaya – Granada, firmado entre el Señor Pedro Solórzano como Ministro del 
Ministerio antes referido y el señor José Martínez, director exterior de la 
empresa española Constructora Hispánica S.A. De igual manera determinar 
quien o quienes de los funcionarios involucrados en dicho proceso deberán 
asumir dentro de un juicio legal, la responsabilidad penal y patrimonial por el 
daño ocasionado al Estado de Nicaragua. 
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 I. Introducción 
 
Uno de los principales flagelos que embiste nuestra sociedad es la corrupción 
en la administración pública, muy atinado lo define la CICC que la corrupción 
socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el 
orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo de los pueblos. A diario 
leemos a través de los principales medios escritos las denuncias  sobre estos 
delitos  cometidos por autoridad, funcionario o empleado público. Es por ello 
que hemos dedicado este estudio al caso en concreto a las denuncias 
periodísticas  que dieron inicio a principio del año dos  mil cuatro sobre la 
ilegalidad en cuanto a la licitación, adjudicación y contratación de la empresa 
Hispánica de origen español, por parte del Ministro del Ministerio de Transporte 
e infraestructura para la construcción de la Carretera Managua (Ticuantepe) -
Masaya-Granada. Causándole  daños patrimoniales al Estado de Nicaragua  
 
Nuestro estudio está basado en la investigación y análisis de cada uno de los 
procesos, tales como la licitación, adjudicación, contratación y culminación de 
la obra, si estuvieron apegado a derecho de acuerdo a los principios de nuestra 
constitución y las leyes que regulan dicha materia y determinar la existencia de 
los delitos penales cometidos en su caso y quien o quienes de los funcionarios 
lo cometieron. Así como determinar el daño patrimonial.  
 
Para iniciar nuestro estudio hemos comenzado a definir algunos conceptos que 
nos permitan determinar los deberes a que están sometidos los funcionarios 
públicos dentro de la función pública. Y una breve explicación sobro los 
principales delitos especiales cometidos contra la administración pública 
tipificados en nuestro código penal vigente y como lo regulará el nuevo código 
penal no publicado. Delitos que sólo pueden ser cometidos a título de autoría 
por un círculo limitado de sujetos (Autoridad, funcionario o empleado público). 
Tomando como base principal los estudios y analices realizados por los 
principales exponentes del derecho penal parte especial  
 
 
 2. La función pública 
 
La Convención Interamericana Contra la Corrupción define la función pública 
como toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada 
por una persona natural en nombre del Estado o al Servicio del Estado o de 
sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos.1  
 
Con el término de función pública, suele designarse tanto al conjunto de 
hombres a disposición del Estado, que tienen a su cargo las funciones y 
servicios públicos, como al régimen jurídico a que están sometidos y que 
establecen los deberes y derechos de las personas físicas encargadas  de la 
función pública (funcionarios públicos). Es decir, que la función pública es el 
medio por el cual el Estado cumple con sus atribuciones o actividades 
administrativas.2 
 
3. Principio de legalidad en la función pública  
 
Nuestra Constitución fundamenta e l principio de legalidad en su artículo 130 Cn 
párrafo primero: 
“La nación nicaragüense se constituye en un Estado 
Social de Derecho. Ningún cargo concede a quien lo 
ejerce más funciones que las que le confieren la 
Constitución y las leyes”3 
 
El principio de seguridad jurídica es la piedra angular del principio de legalidad, 
pues este último necesita apoyarse y buscar su fortaleza no sólo en el contexto 
de la supremacía de la ley, sino también en el cumplimiento de la misma a 
través de la obediencia de los servidores públicos a la constitución, las leyes, 




                                                 
1 Decreto No.2083, Convención Interamericana Contra la Corrupción Publicada en La Gaceta Diario 
Oficial  No.227 del 25,Noviembre de 1998 
2 ESCORCIA , Derecho Administrativo (primera Parte)  Pág. 264 
3 Constitución Política de la República de Nicaragua; pág. 43 
 4.  Principios éticos de la función pública 
 
Nuestra legislación no define qué debe entenderse por ética. Pero existen 
diferentes leyes y decretos que establecen requisitos para determinados cargo 
de funcionario público. El Poder Ejecutivo a través del Decreto No. 124-99 
Normas éticas del servicio público del poder ejecutivo; dictaminó que era 
necesario dictar normas de principios que rigieran la actuación de los 
servidores públicos en el ejercicio de su cargo, tales como lo relacionado a la 
diligencia, disciplina, transparencia, vocación de servicio y probidad, 
características todas que deben distinguir la función pública. 
Estableciendo como principio fundamental en el ejercicio de sus funciones de 
todos los servidores públicos, la probidad, transparencia, responsabilidad, 
imparcialidad, y decoro.  
5. Concepto de funcionario o empleado público 
 
La Convención Interamericana Contra la Corrupción define como funcionario 
público, al oficial gubernamental, o servidor público, o cualquier funcionario o 
empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido 
seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones 
en nombre del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. 
 
Bielsa, define que funcionario público, es aquel, en virtud de su designación 
especial y legal sea por decreto ejecutivo, sea por elección, de manera 
continua bajo formas y condiciones determinadas en una esfera limitada de 
competencia, constituye o concurre a constituir y a expresar o ejecutar la 
voluntad del Estado, cuando esa voluntad se dirige a la realización de un fin 
público4. 
 
                                                 
4 BIELSA, R ., Derecho administrativo,  La Ley, 1964, t. III, pág. 3. 
 
6. Concepto de funcionario o empleado público para efecto del Código 
penal 
Nuestro Código Penal, en su artículo 434cpv, reformado a través de la Ley 419, 
establece que para efectos penales se considera autoridad, funcionario y 
empleado público: 
 
“Todas aquellas personas que por disposición inmediata 
de la Ley o por elección directa o indirecta o por 
nombramiento de autoridad competente o vinculación 
contractual, participe en el ejercicio de funciones públicas 
de la administración pública, de los órganos dependencias, 
entes desconcentrados, descentralizados, autónomos o 
empresas del Estado, del Municipio y de las Regiones”.   
 
“Que desempeñe cargo o comisión de cualquier naturaleza 
en: la administración pública, órganos, dependencias, 
entes desconcentrados, descentralizados, autónomos, 
empresas del Estado, del Municipio y de las Regiones 
Autónomas y, quienes representen intereses del Estado en 
las empresas privadas en donde éste tenga participación” . 
“Que administre patrimonio de la administración pública, 
de los órganos, dependencias, entes desconcentrados, 
descentralizados, autónomos o empresas del Estado, del 
Municipio y de las Regiones Autónomas”. 
 “O pertenezca al Ejército  Nacional de Nicaragua y a la 
Policía Nacional”. 
El nuevo Código Penal aprobado por la Asamblea Nacional el 13 de noviembre 
del 2007 en su capítulo VI Disposiciones Generales artículo 38 define lo que se 
debe entender por Autoridad, funcionario y empleado público: 
“El que, por disposición inmediata de la ley o por elección 
directa o indirecta o por nombramiento, comisión de 
autoridad competente o vinculación contractual, participe 
en el ejercicio de funciones públicas, incluyendo a los 
miembros del Ejército de Nicaragua y de la Policía Nacional 
o cualquier otro agente de autoridad. Se entenderá por 
función pública toda actividad temporal o permanente, 
remunerada u honoraria, realizada por una persona natural 
en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus 
entidades y empresas, en cualquiera de sus niveles 
jerárquicos”.5 
 
El concepto de funcionario que nos ofrecen los artículos antes mencionados 
tiene una relevancia para el derecho penal (se habla de un “concepto funcional” 
de funcionario público) y no coincide con el concepto de funcionario del 
derecho administrativo,6 así por ejemplo las personas que no laboran en la 
administración pública,(amas de casa, un obrero de la construcción etc.) pero 
son llamados por el poder judicial a servir como jurado, una vez que han sido 
seleccionado y han jurado el cargo, hasta que termine el juicio , ostentan el 
cargo de autoridad, en cambio los jurados suplentes ostentan el cargo 
funcionario público. También los miembros de una mesa electoral gozan de la 
misma cualidad.7 Podemos concluir que el funcionario a efectos penales se 
caracteriza por dos elementos: el modo de incorporación a la actividad 
claramente establecidas en los artículos antes mencionados y el ejerció de 
funciones públicas. 
 
7. Generalidades de los delitos de funcionario públicos 
 
 Nuestro Código penal, establece en su Libro II – Título  VIII, los delitos 
peculiares de funcionarios o empleados públicos y en los capítulos X, XI y XII 
se refiere particularmente a los delitos de malversación de caudales públicos, 
fraude y peculado. Estos delitos han sufridos reformas sustanciales, con la 
finalidad de prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción y se han 
creados nuevas figuras delictivas que castiguen adecuadamente el fenómeno 
de la corrupción en la administración pública y de adecuar nuestra legislación a 
los mandatos y principios de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción, la que fue aprobada por Decreto Legislativo No.4374, el 13 de 
                                                 
5 CÓDIGO PENAL File Format: PDF/Adobe Acrobat - View as HTML LEY No. 641 . El 
Presidente de la República de Nicaragua. A sus habitantes, Sabed:. Que,. LA ASAMBLEA 
NACIONAL. Ha ordenado el siguiente:. CÓDIGO PENAL ... 
ww.unifr.ch/ddp1/derechopenal /legislacion/ni/01_diciembre_2007/ley_641_codigo_penal .pdf   
 
6 DÍAZ CONLLEDA, Enciclopedia Penal Básica, pag.179 
7 CONDE MUÑOZ, Derecho Penal Parte especial , Pág. 926 
 
octubre del 2005 y publicada en la Gaceta Diario Oficial No. 214 del 4 de 
Noviembre del 2003.  
 
Con la aprobación del Nuevo Código Penal, Ley 641 por la Asamblea Nacional, 
el 13 de noviembre del 2007 y que la misma entrará en vigencia después de su 
publicación en la Gaceta Diario Oficial, nuestro ordenamiento jurídico penal, 
estará acorde a las necesidades de combatir la corrupción estatal. Flagelo que 
viene azotando cada día a nuestra sociedad, el orden moral y la justicia.  
 
El Derecho penal parte general, establece las distintas clasificaciones de los 
tipos penales, clasificándolo, como delitos comunes aquellos delitos de lo que 
cualquier sujeto puede ser autor, mientras que son, en cambio, especiales 
aquellos que sólo pueden ser cometidos, a título de autoría, por un círculo 
limitado de sujetos8.9  
 
8. Cohecho  
 
La doctrina suele clasificar estos tipos penales en cohecho pasivo y cohecho 
activo. El primero se lo atribuye a los funcionarios o empleados públicos que 
por su jerarquía funcional proceden a solicitar o aceptar dadivas, favores, etc., 
y el segundo se lo atribuye a los particulares que corrompen al funcionario. 
Ambos tipos con la finalidad de la realización u omisión de cualquier acto en el 
ejercicio de sus funciones públicas. Nuestros legisladores a través de la 
aprobación de la ley No 581 Ley Especial del Delito de Cohecho y Delito contra 
el Comercio Internacional e Inversión Internacional, tipifica al Cohecho Pasivo  
                                                 
8 STURM . Señala que la primera referencia legal expresa a una clase de delitos equivalente a la 
representada en la actualidad por la de los delitos especiales, se encuentra en la figura de los “delicta 
propia” — opuesta a los “delicta communia” , categoría equivalente a los actuales “delitos comunes”— 
prevista para los delitos militares en el importante texto de Derecho penal romano clásico del Digesto de 
Arius Menander (l.2 pr. D. de re militari 49, I6).7 Este ordenamiento jurídico designaba con el nombre de 
“delicta propria” a todos aquellos delitos que tan solo podían ser cometidos por una clase determinada 
de ciudadanos (los militares), distinguiéndolos, así, los delitos que podían ser cometidos por cualquier 
ciudadano. Partiendo del ejemplo de delictum proprium de los delitos militares brindado por la ley, los 
glosadores romanos creyeron posible afirmar que no había motivo alguno para circunscribir el ámbito de 
los “delicta propria” únicamente a los delitos militares, sino que también debía extenderse, por el 
contrario, a los delitos de funcionario , y los delitos cometidos por religiosos,8 quedando bajo el ámbito 
de dominio de los “delicta communia”, en cambio, delitos tales como el asesinato o el adulterio. 
9 Gomez Martinn Victor. Tesi doctoral, “ Los Delitos Especiales, Barcelona 16 de gener de 2003 
 
y al Cohecho Activo en su artículo 2 y 3 respectivamente  tal y como lo estable 
la doctrina.10 
 
El nuevo Código Penal establece en su artículo 445 el Cohecho cometido por 
autoridad, funcionario o empleado público y en el artículo 446 establece el 
Cohecho cometido por particular11, así mismo agrega un nueva figura delic tiva 
dentro del ilícito del cohecho establecido en el artículo 44712 REQUERIMIENTO O 
ACEPTACIÓN DE VENTAJAS INDEBIDAS POR UN ACTO CUMPLIDO U OMITIDO.  
 
8.1. Bien jurídico específicamente protegido. 
Según Valeije Álvarez el bien jurídico protegido en ambos ilícitos es el mismo 
“El principio de imparcialidad”, entendiéndose como el deber de los poderes 
públicos de obrar con una sustancial neutralidad y objetividad en la prestación 





                                                 
10 Ley No.581;Ley especial del delito de Cohecho y delitos contra el comercio internacional e inversión 
internacional , , publicada en La Gaceta Diario oficial  No. 60 del 24 de marzo del 2006 
11 Art. 445. Cohecho cometido por autoridad, funcionario o empleado público 
La autoridad, funcionario o empleado público que, requiera o acepte por si o a través de terceros, una 
dádiva, dinero, favores, promesas o ventajas, o cualquier objeto de valor pecuniario para sí mismo o para 
otra persona o entidad, a cambio de la realización, retardación, agilización u omisión de cualquier acto en  
el ejercicio de sus funciones públicas, será sancionado con la pena de cuatro a seis años de prisión e 
inhabilitación por el mismo período, para ejercer el empleo o el cargo público. 
Art. 446. Cohecho cometido por particular 
Quien por s í o por terceros ofrezca u otorgue a una autoridad, funcionario o empleado público, una adiva, 
dinero, favores, promesas, ventajas o cualquier objeto de valor pecuniario, para esa autoridad, funcionario 
o empleado público o para otras personas o entidad, a cambio de la realización, retardación, agilización u 
omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones, será sancionado con la pena de tres a seis años 
de prisión y trescientos a quinientos días de multa. 
12 Requerimiento o aceptación de ventajas indebidas por un acto cumplido u omitido 
La autoridad, el funcionario o empleado público que requiera o acepte por sí o por un tercero una dádiva, 
dinero o cualquier otra ventaja indebida, para sí mismo o para otra persona o entidad, por un acto 
cumplido u omitido, en su calidad de autoridad, funcionario o empleado público, será penado de cuatro a 
seis años de prisión. Igual pena se aplicará a quien por s í o por terceros ofrezca u otorgue a una autoridad 
o funcionario o empleado público, una dádiva, dinero, favores,  promesas, ventajas o cualquier objeto de 
valor pecuniario, para esa autoridad, funcionario o empleado público o para otra persona o entidad, a 
cambio de un acto cumplido o omitido en el ejercicio de sus funciones, si la dádiva o ventaja, es requerida 
o aceptada bajo la sola circunstancia de la condición de su función, la pena a imponer será de dos a cinco 
años de prisión.  Además de las penas señaladas se impondrá una multa equivalente al triple del valor o 
beneficio obtenido o solicitado 
13 CONDE MUÑOZ,  Derecho Penal Parte especial , Pág. 957 
 
8.2. Tipo objetivo:  
 
8.2.1. Sujeto activo en: 
 
Cohecho pasivo: Es la autoridad, funcionario o empleado público, así lo 
equipara expresamente el artículo 2 Ley No.581 y 445ncp, los ministros, 
los jurados, los peritos o cualquier persona que participe en el ejercicio 
de la función pública. 
 
Cohecho Activo : Para la legislación penal se trata de un delito común, en 
el sentido que puede ser realizado por cualquier persona 
 
8.2.2. Acciones típicas: La acción consiste en recibir dinero o cualquier otra 
dádiva o aceptar una promesa directa o indirecta. Son dos las 
modalidades de la acción: recibir dinero o cualquier otra dádiva; 
aceptar una promesa. En ambos casos, para que el funcionario haga 
algo relativo a sus funciones o para que haga o deje de hacer algo 
relativo a sus funciones o para que haga valer la influencia derivada de 
su cargo ante otro funcionario público, a fin de que este haga o deje de 
hacer algo relativo a sus funciones. 
 
Cuando se trata de recibir dinero o cualquier otra dádiva, sin que haya 
mediado ofrecimiento anterior, el delito se consuma en el momento de la 
recepción. Si ha mediado promesa de hecho queda ya perfeccionado al 
aceptarla, con prescindencia de lo que lo prometido se cumpla o no. 
Cuando actúa una persona interpuesta: se consuma en el momento de 
recibir esta dádiva o aceptar la promesa. En este supuesto, se requiere 
que el tercero actúe con conocimiento y consentimiento del funcionario. 
 
Lo que se recibe es dinero o cualquier otra dádiva, y lo que se acepta es 
una promesa.  
  
La dádiva puede ser de cualquier naturaleza, siempre que signifique un 
beneficio para el funcionario. Autor de cohecho debe ser un funcionario 
público, entendido en los términos de los artículos 2 y 445 antes 
descritos. 
 
Se trata de un delito con codelincuencia necesaria cuando resulta del 
cohecho pasivo La exigencia de la codelincuencia corresponde 
únicamente al cohecho pasivo, pues para el cohecho activo, basta con 
que el autor ofrezca para que el hecho se perfeccione, sin necesidad de 
que haya otra persona que delinca. Lo dicho en nada contradice a que 
cada uno de los autores necesariamente tenga a su vez participes. 
Cualquier forma de participación es posible.  
 
8.3. Tipo subjetivo: Es un delito doloso, y el dolo comprende la conciencia y 
voluntad de recibir la dádiva como retribución ilícita por un acto del 
cargo.  
 
9. Peculado  
 
Comete el delito de peculado, cuando la autoridad funcionario o servidor 
público se apropia o utiliza, en cualquier forma para sí o para otro, caudales o 
efectos cuya percepción, administración o custodia le estén confiados por la 
razón de su cargo, si este funcionario o servidor, por su culpa, da ocasión a 
que se efectúe por otra persona la sustracción de caudales o efectos también 
incurre en el citado delito. Asimismo recaen en dicho delitos los 
administradores o depositarios de caudales, valores o efectos que le sean 
entregados por autoridad competente aunque pertenezcan a particulares. 
 
Es así que el peculado puede ser cometido no sólo por el que administra los 
fondos y bienes de la institución, sino también por aquellos a quienes se delega 
tal responsabilidad y por culpa se permita su sustracción. 
 
El nuevo código penal no publicado, establece los mismos preceptos que los 
establecidos en la ley 419, con la salvedad que define en el último párrafo de 
dicho artículo lo que se debe entender como bienes, caudales etc.14  
  
 
Existen elementos comunes entre el delito de peculado y el delito de 
apropiación o retención indebidas, la naturaleza de las infracciones discrepa 
sustancialmente debido a la índole del bien jurídico, ya que el primero se 
orienta a la protección de la administración pública, en tanto que el segundo 
busca tutelar el patrimonio de los particulares.15 
 
9.1. Bien jurídico específicamente protegido. 
 
El bien jurídico protegido es el normal desarrollo de las actividades de la 
Administración Pública. Con la sanción del peculado, lo que se garantiza es el 
Principio de la No Lesividad de los intereses patrimoniales de la Administración 
Pública y evitar el abuso de poder del que se haya facultado al funcionario que 




                                                 
14 Art. 451. Peculado La autoridad, funcionario o empleado público que sustraiga, apropie, distraiga o 
consienta, que otro sustraiga, apropie o distraiga bienes, caudales, valores o efectos públicos, cuya 
administración, tenencia o custodia le hayan sido confiados por razón de su cargo en funciones en la 
administración pública, órgano, dependencia entre entes desconcentrados, descentralizados, autónomos o 
empresas del Estado del municipio y de las regiones autónomas, para obtener p ara sí o para terceros en un 
beneficio, será penado con prisión de cuatro a diez años, e inhabilitación absoluta por el mismo período. 
 
Si los bienes, caudales, valores o efectos sustraídos, apropiados o distraídos hubieran sido declarados de 
valor cultural, paleontológicos, históricos, artísticos, arqueológico, o si se trata de efectos destinados a 
aliviar alguna calamidad pública, se impondrá la pena de seis a doce años de prisión e inhabilitación 
absoluta por el mismo período. 
 
Estas disposiciones también serán aplicables a los administradores y depositarios de bienes, caudales, 
valores o efectos que hayan sido entregados por autoridad competente, aunque pertenezcan a particulares.  
 
Para los efectos de este capítulo y el siguiente, se entenderá como bienes, caudales o efectos públicos, 
todo los bienes, muebles e inmuebles, tangibles  o intangibles, corporales e incorporales, fondos, títulos 
valores, artículos y demás derechos que pertenezcan al Estado o a sus instituciones, sea cual  fuere la 
fuente de la que procedan y los documentos o instrumentos legales que acrediten, intente robar o se 
refieran a la propiedad u otros derechos sobre dichos activos.  
 
15 Httt://www.jurisprudencia.gob.sv. 2004: Penal . Casación. Sentencias Definitivas 
9.2. Tipo objetivo. 
9.2.1.  Sujeto activo. El sujeto activo, debe ostentar la calidad de autoridad, 
funcionario o empleado público, asimismo serán sujeto activo los 
administradores o depositarios que por autoridad competente hayan sido sujeto 
de resguardar bienes, caudales o efectos aunque sean de particulares.  
9.2.2. Acciones típicas: Es la conducta desplegada por el funcionario público 
destinada a apartar o separar los efectos o caudales públicos de la esfera de 
custodia de la administración, ya que ello pone en peligro el regular 
funcionamiento de la administración, sin que se requiera la apropiación de los 
mismos por parte del sujeto activo para que se configure el delito en cuestión.  
9.3. Tipo subjetivo: El legislador tipifica cuatro clases de peculado: El doloso, 
el doloso impropio, el culposo y el de uso; todos tienen similitudes pero también 
diferencias, como por ejemplo el sujeto activo en el de uso puede ser tanto un 
funcionario como cualquier persona. 
10. Malversación de caudales públicos.  
Se encuentra regulado a través del capítulo X del título VIII del código penal en 
sus artículos 405 al 414cpv, siendo reformado los artículos 405 y 406 a través 
de la ley 419 en la que se imponen como castigo la prisión y la inhabilitación de 
su cargo. El nuevo código penal no publicado, regula el delito de malversación 
de caudales publico en su artículo 45216 No existe disposición similar a los 
artículos  410, 411cpv, que establece sobre la fianza. 17  
10.1. Bien jurídico específicamente protegido 
 
                                                 
16 Art. 452. Malversación de caudales públicos 
La autoridad, funcionario o empleado público que dé un destino diferente al señalado por la ley, para los 
caudales públicos, bienes y muebles o inmuebles, dinero o valores pertenecientes a descentralización 
autónomas o empresas del Estado, del municipio y de las Regiones Autónomas u organismos  
dependientes de algunas de ellas, cuya administración, tenencia u custodia le hayan sido confiados por 
razón de su cargo o funciones de la administración pública, será sancionado con pena de dos a cinco años 
de prisión, e inhabilitación por el mismo período, para ejercer empleo o cargo público. Delito que 
cometen aquellos  
17 MORENO CASTILLO ; Código Penal de la República de Nicaragua, Incluye Estudio Comparado 
con el Nuevo Código Penal , pág. 255. 
El legislador ha querido proteger, además de la propiedad pública, la confianza 
de los ciudadanos en el manejo de los fondos confiados a los servicios que 
prestan los poderes públicos .18  
 
10.2. Tipo objetivo 
 
10.2.1 .  Sujeto activo. El funcionario público que tenga una determinada 
relación con los caudales públicos 19. El carácter de sujeto de este delito no lo 
da sólo el hecho de ser autoridad o funcionario público, sino la relación de 
estas personas con el objeto material del delito, los caudales o efectos 
públicos. 
 
10.2.2. Acciones típicas : Las acciones se pueden clasificar en: 
 
Conducta de apropiación: es el ánimo de incorporar a su patrimonio lo 
malversado, existe vinculación entre los caudales o efectos con el funcionario 
público. Articulo 406cpv, ley 419. 
 
Modalidad omisiva: permitir que otro sustraiga. Articulo 408cpv Castiga también 
a la autoridad o funcionario que consintiere que un tercero, con igual ánimo (es 
decir, ánimo de lucro) sustraiga los caudales o efectos públicos que tenga a su 
cargo por razón de sus funciones. Se trata de un supuesto de comisión por 
omisión culposa, consistiendo en el abandono o negligencia inexcusable del 
funcionario que diere ocasión a que se efectúe por otra persona la sustracción 
de los caudales públicos.20  
 
Malversación propia:  Las autoridades o funcionarios públicos que se hallaren 
encargados de fondos o rentas pertenecientes a la Administración pública, o de 
caudales o efectos públicos, por cuanto, aun siendo particulares tales 
encargados, la importancia de dicho bienes es notoria y su carácter público es 
indiscutible. Véase artículo 405 cpv, reformado en la ley 419, artículo 413 cpv. 
 
                                                 
18 ZABALEGUI MUÑOZ,   Cuaderno de derecho judicial, delitos de los funcionarios públicos, 
pág: 159 
19 ZABALEGUI MUÑOZ,  Cuaderno  de derecho judicial, delitos de los funcionarios públicos pág.162 
20 ZABALEGUI MUÑOZ,  Cuaderno de derecho judicial, delitos de los funcionarios públicos pág. 178 
 
Malversación impropia: Persona no necesariamente autoridad o funcionario, 
pero que están sujetas a relación laboral con la Administración Pública 
(contrato por servicios, etc.) u otra relación jurídica. Artículo 414cpv 
administrador o depositario de dinero o bienes embargados, secuestrados o 
depositados por autoridad pública, aunque pertenezcan a particulares. 
 
10.3. Tipo Subjetivo: El hecho es doloso. La forma culposa prevista en el 
artículo 408cpv solo alcanza al funcionario que por negligencia haya dado 
ocasión a que se cometa el delito. El dolo debe abarcar el conocimiento de que 
los bienes tienen asignada una imputación concreta. 
  
11.  Fraude 
“El fraude no es un delito común, es un delito de "inteligencia" y conlleva a 
otros delitos conexos, como la asociación delictiva, la estafa, la extorsión, la 
falsedad, el perjurio, la colusión el cohecho, la concusión el peculado y 
prevaricato. El fraude es una pandemia mundial que afecta a toda la sociedad." 
Danilo Lugo C., U.S. InterAmerican Affairs. 
El fraude como delito está tipificado en todos los sistemas judiciales del mundo, 
aparte del fraude individual (cometido por un solo defraudador) o el fraude 
interno, (cometido por más de un empleado o funcionario ), está el fraude 
organizado o el fraude masivo, que se comete en perjuicio de los intereses de 
una comunidad. También está muy generalizado el fraude en contra de las 
entidades bancarias y financieras, el fraude en las bolsas de valores, (uso de 
información privilegiada), el fraude en contra de las compañías aseguradoras,  
el fraude en contra del Estado, (Contratos ilegales, licitaciones viciadas, 
evasión de impuestos etc.). El fraude como mecanismo para ocultar 
transacciones ilegales de movimientos de dinero y activos procedentes del 
crimen internacional organizado, como exportaciones o importaciones ficticias, 
lo que constituye el delito de conectividad con el "lavado de dinero y activos" un 
delito transnacional penalizado bajo leyes internacionales21. 
                                                 
21 www.interamericanusa.com/Cursos-Talleres/Sem-Prev-Fraude.htm  - 22k - Cached - Similar pages 
Nuestro Código penal en su artículo 415cpv reformado, a través de la ley 419 
establece que comete el delito de fraude: 
 “Toda autoridad, funcionario o empleado público que en 
los contratos, licitaciones etc.,  que por razón de su cargo 
cometa o permitiere cometer fraude a la administración 
pública etc. incurrirá en las penas de prisión de cuatro a 
ocho años e inhabilitación absoluta por el mismo período.  
En el nuevo código penal no publicado, dicho delito se 
regula  en el artículo 454 aumentando las penas  de prisión  
e inhabilitación”22.  
 
11.1.  Bien jurídico  específicamente protegido  
 
En este tipo delictual viene a ser, en primer lugar, la fidelidad o lealtad e 
imparcialidad que todo funcionario público debe guardar en el desempeño de 
sus funciones; y en segundo lugar el patrimonio público. 
 
11.2. Tipo objetivo: 
 
11.2. 1. Sujeto activo: Principalmente el funcionario público, pero por ser un tipo 
delictivo plurisubjetivo bilateral, los que conciertan con el funcionario son 
coautores. 
11.2.2. Acciones típicas : Consiste en concertarse con los interesados o en usar  
de cualquier otro artificio defraudatorio, es decir, acordar con terceros para 
obtener un lucro personal o en beneficio de un tercero, para sacar provecho de 
un acto de contratación que en función de su cargo le corresponde conocer. 
11.3. Tipo subjetivo: Se representa por la voluntad del sujeto que traduce o 
manifiesta el propósito de no cumplir deliberadamente los deberes exigidos por 
la constitución y las  leyes sumado ello al elemento objetivo que es el 
incumplimiento material del precepto. 
 
 
                                                 
22 Art. 454. Fraude: La autoridad, funcionario o empleado público que en los contratos, suministros, 
licitaciones, concursos de precios, subastas, o cualquier otra operación en la que intervenga por razón de 
su cargo o comisión especial, defraudare o consintiera que se defraude a la administración pública,  
órganos, dependencias, entes desconcentrados, descentralizados, autónomos o empresas del Estado, del 
municipio y de las Regiones Autónomas se sancionará con pena de cinco a diez años de prisión en 
inhabilitación por el mismo período para ejercer el cargo o empleo público 
12. Exacciones ilegales 
Nuestro código establece el delito de exacciones ilegales en su artículo  418cpv, 
en el nuevo código penal no publicado,  lo establece en su artículo 45523.  
12.1. Bien jurídico específicamente protegido. 
El bien jurídico supraindividual debe interaccionar con un bien individual y 
disponible, relativo a la impenetrabilidad de la esfera de libertad de los 
ciudadanos frente a las pres iones indebidas ejercitadas por los funcionarios24 
12.2. Tipo objetivo  
12.2.1. Sujeto Activo: El sujeto activo de este delito sólo pueden ser aquellos 
funcionarios o autoridades que pueden exigir derechos, aranceles, etc. Como 
forma de pago a su actividad. 
12.2.2.  Acciones típicas: La acción consiste en exigir, directa o indirectamente, 
es decir personalmente o a través de persona intermedia, mayores derechos 
de los debidos legalmente. El parentesco con la Estafa y cohecho es indudable. 
Existe evidentemente estafa cuando el funcionario hace creer engañosamente  
al particular que los derechos exigidos son legales; y cohecho, cuando el 
funcionario no oculta ciertamente el carácter indebido de su exigencia, pero a 
pesar de ello llega a un acuerdo con el partic ular, quien acepta la solicitud del 
funcionario. El delito exacciones ilegales se consuma en el momento de la 
exigencia por parte del funcionario.25 
 
 
                                                 
23 Art. 455. Exacciones La autoridad, funcionario o empleado público que abusando de su cargo exija o 
haga pagar derechos, tarifas, aranceles, impuestos contribuciones, tasas o gravámenes inexistentes o en 
mayor cantidad a la que señala la ley, será sancionado, sin perjuicio de los reintegros a que esté obligado, 
de dos a seis años de prisión, e inhabilitación por el mismo período para ejercer cargo o empleo público. 
24 RECPC 03-02 (2001) Vazquez-Portomeñe: Consentimiento del ofendido  [ Translate this page ] 
Conducir -siquiera someramente- la investigación sobre el bien jurídico del grupo de ..... Los delitos 
de exacciones ilegales y abusos en el ejercicio de la .criminet.ugr.es/recpc/recpc_03-02.html - 222k -
Cached - Similar pages 
 
25 CONDE MUÑOZ,  Derecho Penal Parte especial , Pág. 974 
En las exacciones el funcionario abusa de su cargo como medio de coacción. 
12.3. Tipo subjetivo: El hecho es doloso. El funcionario ha de actuar 
abusando de su cargo y, prevaleciéndose de ello, requerir algo a lo que no 
tiene derecho, sea para beneficiar al Estado, cuando se trata de una 
contribución o de un derecho, sea para sí mismo cuando exige una dádiva. El 
adverbio indebidamente, empleado en el tipo, traduce aquí en la exigencia 
subjetiva de que el autor sepa que lo que reclama no se debe. 
13. Enriquecimiento ilícito 
La convención Interamericana contra la corrupción, Organización de Estados 
Americanos (OEA) suscrita por Nicaragua a través del Decreto No.2083, 
Publicada en La Gaceta Diario Oficial No.227 del 25, noviembre de 1998, en su 
artículo IX insta a las partes a establecer en su ordenamiento jurídico el delito 
de enriquecimiento ilícito de un funcionario público. Nuestro legislador en 
cumplimiento a lo antes establecido a través de la Ley 419 estableció el delito 
de enriquecimiento ilícito adicionándolo al artículo 417cpv. En el nuevo código 
penal no publicado lo estipula en el capítulo V sobre el Cohecho en su artículo 
448ncp.26 
13.1. El Bien jurídico específicamente protegido 
El tipo penal está encaminado a evitar, finalmente, la puesta en peligro de la 
correcta administración pública producida por la deslegitimación de la 
autoridad, y disuadir prácticas deshonestas que de cualquier modo perjudiquen 




                                                 
26 Art. 448. Enriquecimiento ilícito La autoridad, funcionario o empleado público, que sin incurrir en un 
delito más severamente penado, obtenga un incremento de su patrimonio con significativo exceso, 
respecto de sus ingresos legítimos, durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda justificar 
razonablemente su procedencia, al ser requerido por el órgano competente señalado en la ley, será 
sancionado de tres a seis años de prisión e inhabilitación por el mismo período para ejercer cargos o 
empleos públicos 
13.2. Tipo Objetivo. 
13.2.1. Sujeto activo: El funcionario o empleado público mientras pertenece en 
el cargo. 
13.2.2. Acciones típicas: El funcionario o empleado público que, incrementa su 
patrimonio con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante 
el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado por 
él. 
13.3. Tipo subjetivo: El hecho es doloso para el funcionario y debe abarcar el 
conocimiento del origen ilícito de aquello que constituye el enriquecimiento. 
14. Tráfico de influencia  
Este delito se adiciona al código penal en su artículo 418biscpv, a través de la 
ley 419, en el nuevo código penal no publicado, lo establece en el capítulo VI,  
artículo 450ncp estableciendo de manera más especifica en el segundo párrafo  
la participación del extraneus.27 Dicho artículo describe dos comportamiento 
cuyo elemento diferenciador es el sujeto activo, en el primer párrafo ser 




                                                 
27 Art. 450. Tráfico de influencias La autoridad, funcionario o empleado público, que por sí o 
por medio de otra persona o actuando como intermediario, influya en otra autoridad, funcionario 
o empleado público, de igual, inferior o superior jerarquía, prevaliéndose del ejercicio de las 
facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o 
jerárquica con éste o con otra autoridad, funcionario o empleado público o abusando de su 
influencia real, o supuesta para conseguir una ventaja o beneficio indebido, que pueda generar 
directa o indirectamente un provecho, económico o de cualquier otra naturaleza, para sí o para 
terceros, será sancionado con la pena de cuatro a seis años de prisión e inhabilitación absoluta 
por el mismo período. 
El particular que influya en una autoridad, funcionario o empleado público y se aproveche de 
cualquier situación deriva da de su relación personal con éste o con otra autoridad, funcionario 
o empleado para conseguir una ventaja o beneficio indebido que pueda general directa o 
indirectamente un provecho económico de cualquier otra naturaleza para sí o para un tercero, 
será sancionado con la pena de tres a seis años de prisión. 
 14.1. Bien jurídico específicamente protegido:  
Es el prestigio y el buen nombre de la administración. 
 
14.2. Tipo objetivo. 
14.2.1. Sujeto activo: Cuando el sujeto activo es un funcionario público, el 
prevalimiento se puede derivar del propio cargo que ejerce: superioridad en el 
orden jerárquico o político respecto al funcionario o autoridad que el que se 
influye. Pero tanto en el caso del funcionario o autoridad, como especialmente 
en el del particular puede ser suficiente que el prevalimiento se derive de la 
relación personal con el funcionario o autoridad sobre el que se influye. En este 
caso el tipo se amplía sin duda, comprendiendo relaciones de carácter familiar, 
efectiva o amistosa.28 
14.2.2. Acciones típicas: La influencia a través de prevalimiento. La influencia, 
es decir “el ejercicio del predominio o fuerza moral en el ánimo de otro” es el 
primer elemento común a ambas figuras delictivas, en ambos supuestos el otro 
de ser  “funcionario público o autoridad”. La primera limitación que el legislador 
formula respecto a la influencia es que ésta se deba a una relación de 
prevalimiento. En el primer caso el funcionario o la autoridad sobre otro 
funcionario y en el segundo de un particular sobre el funcionario.29 
14.3 Tipo subjetivo: Se requiere naturalmente el dolo, ya que la imprudencia 
es incompatible con las expresiones “influyen” y “prevalimiento”. El ánimo de 
conseguir un “beneficio económico” para sí o para tercero va también implícito 
el dolo. 
 
                                                 
28 CONDE MUÑOZ,  Derecho Penal Parte especial , Pág. 978 
29 GÓMEZ DE LA TORRE, Cuadernos de derecho judicial, delitos de los funcionarios públicos. Pág. 
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PLANTEAMIENTO DEL CASO: 
15. Financiamiento para la ampliación de la carretera Ticuantepe  (km.14) 
Masaya- Granda 
El Ministerio de Trasporte e Infraestructura, dispuso del financiamiento del 
Gobierno del Reino de España hasta por la cantidad de US$30,000.000.00 
(Treinta millones de dólares netos) y US$ 1,000,000.00 ( Un millón  de dólares 
como donación para la realización de estudios de viabilidad efectuados por 
empresas Españolas. Financiamiento que se encuentra respaldado  por un 
convenio de línea de crédito firmado el 25 de noviembre de 1998 entre el 
Banco Central  de Nicaragua y el Instituto de Crédito Oficial de España y el 
programa  de Cooperación Financiera Hispano Nicaragüense, suscrito por las 
autoridades de cada país en dos ocasiones , la primera el 12 de noviembre de 
1997 y la segunda el 25 de noviembre de 1998. 
 
15.1 Autorización de línea de crédito. 
 
El 20 de noviembre de 1998, el Presidente de la República, a través del 
Acuerdo Presidencial No.462 -98,  publicado en la Gaceta Diario Oficial No.229 
del 27 de Noviembre del mismo año. Autorizó al Banco Central De Nicaragua, 
para que suscribiera convenio de Línea de Crédito por Treinta millones de 
Dólares con el Instituto de crédito Oficial (ICO) del Reino de España. Aprobado 
por la Asamblea Nacional el día 18 de marzo de 1999 a través del Decreto 
No.2180  publicado en la Gaceta Diario Oficial No.59 del 25 de marzo de 1999.  
 
Con fecha 16 de mayo del 2003, a través del acuerdo presidencial No. 196 – 
2003, publicado en la Gaceta Diario Oficial No. 95 del 23 de mayo del año 
2003, se autoriza al Presidente del Banco Central de Nicaragua, quien actúa 
como Agente Financiero del Gobierno de la República de Nicaragua, suscriba 
el primer Adendum al Convenio de Línea de Crédito con el Instituto de Crédito 
Oficial (ICO) del Reino de España, en lo que respecta al periodo de gracia, el 
numero de cuotas semestrales y el vencimiento de la primera cuota de 
amortización. Dicho acuerdo fue aprobado por la Asamblea Nacional a través 
del Decreto 3583 del 9 de julio del 2003, publicado en la Gaceta Diario oficial 
No.134 del 17 de julio del mismo año. Se estableció en dicho Decreto que los 
recursos serian utilizados para financiar la ejecución del proyecto de 
Desdoblamiento de la Carretera Managua – Masaya - Granada 
 
El compromiso adquirido por Nicaragua es el de contratar únicamente 
Empresas Españolas para la realización del proyecto en todas sus etapas y de 
efectuar las licitaciones conforme la legislación Nicaragüense. Así lo establece 
el programa de cooperación Hispano-Nicaragüense en su  numeral 2.4,  parte 
infine:  
“Dicha licitación se realizarán contando con el apoyo 
técnico de la Oficina Comercial de la Embajada de España 
y conforme a la Legislación Nicaragüense”  
 
16. Proceso de licitación 
A través de los fondos de la donación, el Instituto de Crédito Oficial de España 
(ICO) contrató los servicios de la empresa española TYPSA para la realización 
del Anteproyecto de Desdoblamiento de la Carretera Managua (Ticuantepe)-
Masaya-Granada, el cual fue finalizado en noviembre del año 2000, cuando fue 
presentado a la consideración del ICO.  
La propuesta original de la empresa consultora TYPSA era hacer una vía de 
circunvalación de la ciudad de Masaya, no obstante el MTI le solicitó que 
diseñara la c ircunvalación y además la alternativa de mejorar la travesía por la 
ruta existente. El costo estimado de construcción del Proyecto incluyendo la 
circunvalación fue de US $35.9 millones de dólares, lo que superaba 
ampliamente el monto de la Línea de Crédito de US $30 millones, razón por la 
que se decidió licitar la alternativa de construir la carretera sobre la travesía 
actual, para la cual se había efectuado un estimado de costos de US 
$28,797,372.74 dólares. 
 
El ICO envió al MTI en el año del 2002 el Anteproyecto, autorizando la licitación 
del mismo.  
 
 
De conformidad al artículo 16 de la ley 323 Ley de contrataciones del Estado y 
su Reglamento, El titular del Ministerio de Transporte e Infraestructura, Señor 
Pedro Solórzano Castillo, procedió a nombrar al Comité de Licitaciones, 
precedido por Dr. Salvador Gaitán Fonseca, asesor legal del MTI y secretario 
del comité de licitación, Lic. Darling Álvarez Sunsin, y el Lic. Roberto Araica 
Potosme . Los integrantes de dicho comité no participaron en la elaboración y 
aprobación del Pliego Bases y Condiciones. En contravención a lo establecido 
en la misma Ley de Contrataciones del Estado artículo 1630. Así mismo se 
nombraron a la Ing. Marcela Guirola Vivas, al Ing. Ángel Gutiérrez Chavarría, al 
Ing. Juergens Lacayo Martínez y al Ing. Mario Palacios García, todos estos 
para conformar el Sub-comité Técnico.  
  
El 13 de junio del 2002 se hizo la invitación a empresas constructoras 
españolas para presentar ofertas para la ejecución de las Obras del Proyecto 
de Desdoblamiento de la carretera Managua-Masaya -Granada, 
En el Pliego de Bases y Condiciones, se estableció entre otras cosas : 
I. Objeto de la Licitación: Dejar en completo estado de funcionamiento las 
Obras previstas, garantizando que los materiales, accesorios e 
instalaciones cumplieran con las especificaciones que se consignaban 
pormenorizadamente en los documentos de la Licitación. 
 
II. Responsabilidad del Contratista : El Contratista adjudicatario sería el 
único responsable por el cumplimiento total de las especificaciones, 
                                                 
30 Artículo 16  Comité de Licitación.  En las licitaciones públicas o por registro, y en los demás casos que 
lo estime conveniente, la máxima autoridad designará un Comité de Licitación que intervendrá en todas las 
etapas del procedimiento, desde la elaboración y aprobación del pliego de bases y condiciones hasta la 
recomendación de la adjudicación.  
El Comité de Licitaciones se constituirá mediante una resolución de la máxima autoridad del organismo y 
deberán ser personal de reconocida calidad técnica y experiencia estando integrada por cinco miembros:  
 
a) El coordinador de la unidad de adquisiciones.  
b) El Jefe de la entidad que solicita la adquisición.  
c) Un Asesor financiero.  
d) Un Asesor Jurídico.  
e) Un experto en la materia de que trate la adquisición.  
En el caso de que en una Licitación particip en dos o más organismos o entidades, la designación del 
Comité de Licitación se iniciará con una resolución conjunta de las Autoridades máximas de dichos 
organismos señalando cuál de ellas es la unidad ejecutora.  
 
debiendo ser sumamente cuidadoso en cuanto a la selección de 
subcontratistas , proveedores de materiales y de otros servicios. 
 
III.  Garantías: El oferente favorecido entregaría previo a la firma del 
Contrato o en un término no mayor de diez días, una garantía de 
cumplimiento a favor del Contratante, consistente en un cheque o una 
fianza extendida por un banco o compañía de seguros establecida 
legalmente en Nicaragua y aceptable para el MTI.  
 
IV Apelación: La decisión del comité de licitación, cuando éste descalifique 
una oferta que no esté de acuerdo con las especificaciones o que 
manifieste un desbalance notorio de precios o colusión con las otras 
ofertas, no será objeto de apelación 
V. Antes de iniciar la ejecución de las Obras y en virtud de lo establecido en 
el Pliego de Bases y Condiciones, numeral 1.15, el Contratista debía 
desarrollar diseño a escala 1/1000 del Proyecto de construcción, 
Desdoblamiento y travesía urbana de Masaya, diseño que la empresa 
Hispánica no cumplió. 
 
VI.  El costo de la realización del Proyecto constructivo y sus diseños se 
consideraban incluidos en los precios unitarios ofertados por el 
Contratista, esto significa que todos los gastos o erogaciones en que 
incurriere Constructora Hispánica S.A., antes o después de la orden de 
inicio de las Obras se encontraban subsumidos en el precio de su oferta 
 
VII. Penalización por retrasos en la fecha de entrega: Por incumplimiento en 
la fecha de entrega, el Contratista compensaría el retraso pagando al 
MTI la cantidad de 0.02 % del valor final del Contrato por cada día 
calendario durante el primer mes de atraso, incrementándose esta suma 
a 0.035 % por cada día adicional posterior al primer mes, debiendo 
asumir el pago de la supervisión que se generare por retraso en la 
entrega de la Obra . (dicho acuerdo no fue derogado o modificado en 
forma alguna por acuerdos  suplementarios posteriores).  
 
Asimismo, presentaría garantía de vicios ocultos de las mismas calidades de 
la Garantía de Cumplimiento, previo a la recepción del pago final, ante la 
posible ocurrencia de fallas por defectos en la construcción. 
 
La Empresa Hispánica no cumplió con ningunas de las obligaciones antes 
descritas.   
 
El 3 de octubre del 2003 se realizó la apertura, para el análisis de la oferta de 
los tres oferentes, siendo estos el  Grupo Constructor Obrascon Huarte Lain, 
S.A., la Empresa F.C.C. Construcción, S.A. y la Empresa Constructora 









HISPANICA 22,222,199.91 28.69% 70% 98.60% 
F.C.C. 28,131,829.43 29.43% 55.30% 84.73% 
Obrecon 28,751,576.49 26.71% 54.11% 80.82% 
  
El Pliego de Bases y Condiciones, estableció que la oferta con el precio más 
bajo obtendrá el máximo puntaje y las demás, su puntaje se determinará 
multiplicando el precio más bajo por el puntaje máximo y el resultado dividido  
entre el precio de la oferta.  
 
A pesar de que la empresa Hispánica, obtuvo el mayor puntaje de acuerdo a 
los criterios establecidos en el Pliego de Bases y Condiciones , ésta no se 
ajustó  a los términos de referencia establecidos en el mismo. Así lo informó el 
comité de licitación, el día  15 de noviembre del 2002, en su informe de 
evaluación de ofertas técnicas y económicas. Dicho informe fue preparado en 
un período de 46 días, excediéndose en el plazo de 20 días que otorga el 
reglamento de la ley 323, Ley de Contrataciones del Estado en su artículo 83: 
 
“El comité de licitación  dispondrá de un plazo de veinte 
días para la evaluación de las ofertas y preparará un 
informe detallado sobre el análisis y comparación de las 
mismas, exponiendo las razones en que fundamenta la 
escogencia de la oferta evaluada como la más favorable”. 
 
El comité de licitación, mediante acta fechada el día 25 de noviembre del año 
2002, se pronunció sobre los resultados de la evaluación. Éste recomendó 
adjudicar el Proyecto a FCC CONSTRUCCIÓN, descalificando a las empresas 
CONSTRUCTORA HISPÁNICA S.A., y OBRASCON HUARTE LAIN. Pero la 
misma fue notificada a los oferentes el día 07 de febrero del 2003 o sea 
aproximadamente más de dos meses después de emitidos los resultados de la 
evaluación de la ofertas. Contrario a lo establecido en ley 323, en su artículo 
39, parte infine: 
 
“El informe deberá hacerse llegar a la autoridad máxima 
del organismo entidad ejecutora con copia a cada oferente 
para que haga uso de sus derechos en un término de tres 
(3) días hábiles después de evaluada la licitación” .  
  
En dicho informe se indicó que la empresa Hispánica había presentado una 
“oferta ruinosa”31 rechazándola de plano no sólo por el bajo monto de su oferta, 
sino por las múltiples inconsistencias encontradas en su oferta. 32 Así mismo el 
artículo 38 de la ley 323, enumera las diferentes causales para que una oferta 
pueda ser rechazada, en el caso que nos ocupa la empresa Hispánica no 
cumplió con los requisitos esenciales del Pliego de Bases y Condiciones de la 
licitación. 
 
                                                 
31 Artículo 82 Descalificación de oferta. Una oferta deberá ser descalificada cuando presente alguna de 
las siguientes condiciones: 
2.2 Ruinoso o no remunerativo para el oferente, que dé lugar a presumir su incumplimiento en las 
obligaciones contractuales por insuficiencia de la retribución establecida, previa indagación con el 
oferente con el propósito de averiguar si éste satisface las condiciones de participación y es o será 
capaz de cumplir los términos del contrato; 
32 Arto. 39. Dictamen de Adjudicación. El Comité de Licitación utilizando los criterios o parámetros de 
ponderación, recomendará la adjudicación de la licitación al oferente que ajustándose a los requisitos del 
pliego de bases y condiciones haya presentado la oferta más favorable, estableciendo el orden de prelación, 
para lo cual elaborará un informe detallado del análisis y comparación de todas las ofertas, exponiendo las 
razones precisas en que se fundamenta la selección de la oferta evaluada como la más favorable. Este informe 
deberá hacerse llegar a la autoridad  máxima del organismo o entidad ejecutora con copia a cada oferente para 
que haga uso de sus derechos en un término de tres (3) días hábiles después de evaluada la licitación 
 
Las inconsistencias  encontradas y que motivaron a la descalificación de la 
empresa Hispánica por parte del comité de licitación, entre otras cosas fue: 
 
a. Algunos de sus costos se encuentran desbalanceados, sobre todo en la 
construcción del puente en el tramo Masaya – Granada. O sea no 
contempló  la construcción del mismo en contravención de lo establecido 
en el Pliego Bases y Condiciones. 
 
b. En el trabajo de balizamiento y defensa se encontró las congruencias en 
el costo unitario de la barrera metálica determinada por el oferente, con 
respecto a la factura del proveedor. La Empresa calculó el costo 
estimando instalar 15,000 metros y no los 48,610 metros requeridos en 
el Pliego de Bases y Condiciones  
17. Improcedencia  de recurso de aclaración e impugnación 
La empresa Hispánica con fecha 11 de febrero del 2003, interpuso un recurso 
de aclaración y el 3 de marzo del mismo año, interpuso el recurso de 
impugnación, ambos fueron aceptados por el comité de licitación. Debiendo ser 
rechazado de plano, ya que el Pliego de Bases y Condiciones, estableció que 
no será objeto de apelación la decisión del comité de licitación cuando éste 
descalifique una oferta que no esté de acuerdo con las especificaciones o que 
manifieste un desbalance notorio de precio o colusión con las otras ofertas. 
Pues es de hacer notar que el comité de licitación descalifico a la empresa 
Hispánica por los numerales a y b antes descritos o sea por presentar un 
desbalance de precios y no estar de acuerdo con las especificaciones 
establecidas en el mismo.   
En ambos recurso el oferente expresó que los precios ofertados por dicha 
empresa eran firmes, y que todos los costos directos e indirectos que no se 
hallaban mencionados en la memoria de cálculo, se encontraban subsumidos 
en los conceptos varios del Proyecto. Así mismo expresó de las bondades de 
su oferta, bajo el supuesto de que era la más conveniente por ser un precio 
cerrado y un 20% menor al de su competidor más cercano, y que ya incluía un 
descuento comercial. 
 Se proced ió a constituir al comité revisor, quedando conformado por el Dr. 
Alejandro Ríos Castellón, Secretario General del MTI, Dr. Bruno Vidaurre 
Galeano en representación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el 
Dr. René Román Reyes en representación de la Procuraduría General de la 
República. Dicho comité solicitó al comité de licitación aclaración sobre si dicho 
comité considera que la empresa Constructora Hispánica S.A. tiene la 
capacidad técnica para ejecutar el proyecto ya referido y que cuales fueron los 
alcances de la evaluación económica practicada a esa empresa, respecto a si 
la oferta se ajustaba a los alcances de lo requerido en el Pliego de Bases y 
Condiciones . Violentando de esta manera lo establecido en el artículo 108 de la 
ley 323, segundo párrafo que literalmente establece  
 
“Este Comité deberá rendir un informe de sus 
consideraciones sobre los puntos planteados en las 
impugnaciones a la autoridad máxima de este organismo, 
con copia a cada oferente cinco días hábiles a partir de su 
constitución, así como lo estipulado en el párrafo tercero 
El Comité Revisor podrá hacerse asesorar por 
especialistas o expertos de reconocido prestigio 
profesional, o procedentes de las cátedras universitarias 
relacionadas con la materia que está en disputa, cuando el 
caso lo amerite”. 
 
Estando fuera de tiempo, el comité de licitación procedió a solicitar a la 
empresa Hispánica las aclaraciones pertinentes del caso, formalizando de esta 
manera un procedimiento reevaluativo, no permitido por la ley ya que lo 
correcto es que dicha aclaración se hubiera efectuado en el momento de la 
evaluación de las ofertas presentadas, tal y como lo establece el artículo 36 de 
la ley 323: 
“Durante el proceso de evaluación el Comité de Licitación 
podrá solicitar a los oferentes acla raciones respecto a sus 
ofertas.  Las aclaraciones que se pidan, y las que se den, 
deberán hacerse por escrito, y no podrán alterar la oferta, 
el precio de la misma, ni violar el principio de igualdad 
entre los oferentes”.  
Así mismo se violó lo establecido en el artículo 7 de la Ley 349 Reforma a la 
Ley 323 en cuanto al principio de igualdad y libre competencia .  
Quedando claramente evidenciado que tanto el comité de licitación violentó los 
principios antes señalados al afirmar de manera categórica en su informe al 
comité de revisión que los alcances de la oferta de la empresa Hispánica, 
abarca los límites del objeto de la licitación. Así como el comité de revisión  al 
dar por aceptada dicha aseveración, haciendo caso omiso de las 
inobservancias a las especificaciones del Pliego de Bases y Condiciones.  
El comité revisor, no debió pronunciarse sobre la causal de descalificación de 
oferta, referida a los precios desbalanceados , por no ser ésta, objeto de 
apelación de conformidad a lo establecido en el Pliego de Bases y Condición y 
que claramente la empresa Hispánica en su recurso de impugnación admite 
que no contempló la construcción de un puente ni las cantidades de metros 
lineales de construcción de defensa metálica.  
18. Adjudicación y firma de contrato 
El comité de revisión, mediante acta resolutiva de fecha 13 de marzo del 2003, 
aceptó como válida dicha causal al recomendar la adjudicación a la empresa 
Hispánica. El Ministro del MTI en su resolución ministerial No.18-2003 con 
fecha 14 de Marzo del 2003 y que en su parte resolutiva dice:  
“RESUELVE: HA LUGAR a la IMPUGNACION interpuesta 
por el ING. JUAN JOSE MARTINEZ en su carácter de 
representante Legal de la firma CONSTRUCTORA 
HISPANICA, S.A. en consecuencia REVOQUESE el acta de 
Recomendación del comité de Licitación de las dos de la 
tarde del día lunes veinticinco de Noviembre del año dos 
mil dos. 2. ADJUDIQUESE la contratación para ejecución 
del Proyecto: “DESDOBLAMIENTO DE LA CARRETERA 
MANAGUA (TICUANTEPE) – MASAYA – GRANADA”  a la 
firma CONSTRUCTORA  HISPANICA S.A. Notifíquese…” 
 El Ministro con su resolución antes mencionada aceptó como válida también 
dicha causal,  cuando ésta debió ser desestimada y haber declarado desierta la 
licitación de conformidad al artículo 42 de la ley 323.  Su proceder ilegal  
benefició a la empresa Constructora Hispánica y la colocó en una posición 
ventajosa con respecto a los otros oferentes que si cumplieron con el Pliego de 
Bases y Condiciones. 
Antes de la suscripción del contrato, y mediante dos comunicaciones escritas 
(del 1º y 4 de Abril del año 2003) el contratista (Hispánica) manifestó su interés 
de incorporar en el cuerpo del contrato las disposiciones de la Ley Nº 323 y su 
Reglamento relacionadas a los Derechos del Contratista, que según su dicho, 
no se encontraban comprendidas en el punto 8 del modelo del contrato 
propuesto. Alegando que en su redacción original se infringían disposiciones de 
la Ley del Notariado y de la Ley Civil en general y solicitando se incorporaran al 
texto de la convención las disposiciones contenidas en los Artos. 103 de la 
citada Ley Nº 323 y los artículos del 144 al 148 del reglamento de la ley en 
mención, articulado que en entre otras cosas dispone modificaciones al valor 
del proyecto por incremento o escalamiento de precios.  
 
Es decir, que tres semanas después de haber obtenido la adjudicación por la 
vía del Recurso de Impugnación, Constructora Hispánica empieza a manifestar 
preocupaciones por posibles incrementos en los precios de materiales y 
suministros, iniciando de esta manera la reversión de sus propios actos, 
asegurándose que en la Escritura Pública (Contrato) ya citada se hallasen 
cláusulas o disposiciones que permitiesen la modificación del valor del contrato 
por escalamiento de precio, exactamente lo contrario de lo que ellos mismos 
habían aseverado en los recursos de aclaración e impugnación.  
 
El 11 de abril del 2003 se firmó el contrato No.  DEP55 - 026 – 2003, entre el 
Ministro del Ministerio de Transporte e Infraestructura Señor Pedro Solórzano 
Castillo y el Señor Juan José Martínez en representación de la empresa 
Constructora Hispánica, por un monto de US$25,811.085.20 (Veinticinco 
millones ochocientos once mil ochenta y cinco dólares con 20/100), incluyendo 
impuestos que están desglosados así: US$22,222,199.91( Veintidós millones 
doscientos veintidós mil ciento noventa y nueve dólares con noventa y un 
centavos de dólar) más US$3,3666,663.28 (Tres millones trescientos sesenta y 
seis mil seiscientos sesenta y tres dólares con 28/100) correspondiente al 15% 
de IVA y US$222,221.99 (Doscientos veintidós mil doscientos veintiún dólares 
con 99/100) correspondiente al 1% de impuesto municipal. La obra tendrá una 
duración de 24 meses calendario a partir de la fecha de recibida la orden de 
inicio, la que se emitirá dentro de los quince días calendario subsiguiente, o sea 
del 25 de noviembre del 2003 al 25 de noviembre del 2005, dejándose 
consignadas las garantías de adelanto y cumplimiento y vicios ocultos 
conforme lo establecido en la Ley de Contrataciones del Estado Ley 323. 
 
En su clausula I: establece el objeto y alcance de los servicios solicitados. 
Estableciendo que el objeto del presente contrato es la construcción de las 
obras concernientes a la construcción del DESDOBLAMIENTO DE LA 
CARRETERA MANAGUA (TICUANTEPE) – MASAYA – GRANADA 
(NICARAGUA), consistiendo en el suministro de la totalidad de materiales, 
mano de obra, supervisión y administración técnica requerido por la mismas. 
 
La cláusula III del contrato establece: que en caso que el contratista no 
termine el proyecto en el plazo estipulado, éste pagará al Contratante en 
concepto fijo de indemnización por los perjuicios que su demora ocasione la 
suma de 0.02% del valor total del contrato por cada día calendario que 
transcurran durante el primer mes de retraso, incrementándose es ta suma 
diaria a 0.035% por cada día adicional posteriores al primer mes de retraso 
hasta terminar la obra . 
 
La clausula VII referida a la FIANZA establece: El contratista deberá cumplir 
con lo estipulado en los documentos del contrato y como se establece es esta 
cláusula con las siguientes fianzas. A) Fianza o Garantía de adelanto por valor 
del adelanto, es decir equivalente al quince (15%) del valor total del contrato, 
esta garantía deberá ser rendida ante el Contratante, previo a la recepción del 
adelanto. B) Fianza o Garantía de cumplimiento equivalente al 20% del valor  
contratado con una validez de 90 días posteriores a la recepción final de la 
obra. 
 
La Cláusula XI titulada Arreglo de Controversias, remite su contenido a las 
disposiciones que aparecen para Arbitraje en el adendum del Pliego de Bases 
y Condiciones y en las Aclaraciones Nº 1 respuesta Nº 7.  En la que se ratifica 
que la forma de solución de controversias, que pudieran suscitarse entre las 
partes, sería las del arbitramiento, que se regiría por las Reglas y 
Procedimientos de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional (CNUDMI). Se omitió la determinación del domicilio o 
sede del Tribunal Arbitral. El Texto de dicho Reglamente tampoco fue 
incorporado como documento integrante del Contrato.  
 
Como consecuencia precisa y directa de ambas omisiones, la Corte 
Permanente de Arbitraje con sede en la Haya, al tenor de lo dispuesto en el 
Arto. 21 del CNUDMI está facultada y es competente para conocer de la causa 
presentada a esa instancia por cualquiera de las partes. Pero el señor Ministro 
violentando la clausula XI Arreglo de Controversia, se sometió a las 
pretensiones  de la empresa Hispánica, cuando ésta a través de una misiva le 
consultó  ¿Qué si podía utilizar el reglamento del CNUDI? Contestándole el 
señor Ministro que si y desde ese momento quedo aceptado dicho reglamento. 
 
Cláusula Décimo Tercera: “DERECHOS DEL CONTRATISTA  
 
“El CONTRATISTA podrá hacer uso de los derechos que 
establece la ley de de Contrataciones del Estado y su 
Reglamento en los artos. 103 y 144 al 148 
respectivamente.”   
 
Fue incorporada en el contrato a petición de dicha Empresa de manera 
extensiva y explícita, en contraposición al Pliego de Bases y Condiciones y a lo 
expresado por la misma empresa en los recursos de aclaración e impugnación, 
que su oferta era de precio cerrado. 
 
Con fecha 20 de octubre del 2003 se firmó acuerdo suplementario No.1 al 
contrato antes referido, en dicho documento acuerdan que el valor de la fianza 
será equivalente al 20% del contrato sin incluir impuesto. Todo de conformidad 
con lo establecido en la clausula VII del contrato en mención. 
 
Con fecha 12 de abril del 2004 se firmó el acuerdo suplementario No.2 del 
contrato inicial, en que se acuerda incluir como parte de la oferta económica del 
contratista la lista corregida de cantidades y precios por un monto de 
US$22,222,199,91 (Veintidós millones doscientos veintidós mil ciento noventa y 
nueve dólares con 91/100), ante de impuesto de ley. Se  mantiene tanto los 
artículos como las cantidades de la oferta, quedando la oferta económica del 
contratista congruente con lo estipulado en el contrato.  
 
El 09 de agosto del 2004 se firma el acuerdo suplementario No.3, al contrato 
inicial, en dicho documento únicamente se incluye como parte de la oferta 
económica del contratista, la lista de los precios de las partidas nueva y en 
cuanto al precio y plazo de ejecución no hay modificaciones mediante este 
acuerdo. 
 
La empresa Hispánica otorgó Garantía de anticipo No. 2787 – 603603 por un 
monto de US$ 3, 871,662.78, la misma en su párrafo cuarto establece que el 
periodo de validez de la presente garantía, será desde la fecha que el 
contratista  reciba el anticipo hasta el 31 de octubre del 2005 por lo que 
expirará automáticamente. Y Garantía de Cumplimiento No 2787 – 603604 por 
un monto de 4, 444, 439.98. En su párrafo séptimo establece que dicha 
garantía es válida hasta el 31 de enero del 2006 por lo que expirará 
automáticamente si no son cobradas por el contratante. Ambas garantías 
fueron depositadas en el Banco Bilbao Argentaria S.A. c-clara del Rey 26-2802 
de Madrid España. 
 
El Ministerio de Transporte e Infraestructura, a través de su Ministro Pedro 
Solórzano no cumplió con lo estipulado en el artículo 49 de la ley 323 leyes de 
contratación del Estado33 y el artículo 56 de su reglamento, sobre la Emisión de 
las Garantías o Fianzas las que deben ser emitidas  por entidades que estén 
bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones 
Financieras. El Banco que utilizó Hispánica no se encuentra regulado por 
Superintendencia de Banco. Así mismo no cumplió con lo establecido en el 
contrato artículo VII, en la que establece que la misma debe tener una vigencia 




                                                 
33 Ley No 427 Ley de Reforma a la Ley 323  Publicado en La Gaceta Diario Oficial No.110 del 13 de 
junio del 2002 
 19. Ejecución del Proyecto  
El Consejo Superior de la Contraloría General de la República mediante 
credencial MCS- CGR-b081 -04- DA – SIT&A-ESLT-189-07-04 de fecha 9 de 
julio del 2004, designó a un grupo de Ingenieros de la Universidad Nacional de 
Ingeniería (UNI) con el fin de realizar auditoria sobre la ejecución de la obra 
realizada por la empresa Hispánica. 
El Informe presentado por la UNI, entre otras cosas establece que la empresa  
Hispánica no tiene bien definida su estructura, mano de obra, equipos y 
materiales: no incluyó en la construcción de la carretera los equipos de 
perforación, excavación y compactación, así como de suministro de agua al 
momento de hacer el plan de ejecución de la obra y tampoco ha realizado 
ningún plan de tráfico vehicular. Para el relleno y compactación de la carretera 
antes de asfaltarla, la compañía ha usado material de baja calidad, sin la 
posibilidad de que el MTI haga algún reclamo al respecto. Además de esas 
anomalías, se ha registrado un desbalance en sus costos unitarios en más del 
70 por ciento con respecto al promedio de las otras dos empresas oferentes . 
El informe presentado por  UTE PROINTEC EUROESTUDIOS S.A.  empresa 
supervisora del proyecto por parte del MTI, en su informe No. 9 del 20 de 
agosto del 2004 establece que hay  un atraso significativo por el orden del 
22.98 % en los nueve meses transcurrido, con una considerable baja de 
producción y avance físico- físico – financiero por el índice del 3.72% que 
representa el valor de US$958,966.91 (Novecientos cincuenta y ocho mil 
novecientos sesenta y seis dólares con 91/100) contenidos en tres avalúos 
aprobados y autorizados al 15 de agosto del 2004. Para solventar dicha 
situación, la empresa Hispánica, autorizada por el MTI, procedió a rediseñar los 
planos originales e incrementar el costo del proyecto y reducir el ancho de la 
carretera diseñado en los planos originales  de 22 metros a 18 metros. 
De conformidad a lo establecido en las páginas 84 a la 88 de la oferta 
económica, sobre los equipos propuestos para la ejecución de la obra, la 
empresa Hispánica, debió  ingresar lo equipos propuestos el 25 de noviembre 
del 2003, fecha en que se emite la orden de inicio del proyecto pero fue hasta 
el 5 de febrero del 2004 que dicha empresa presenta un listado de 25 equipos 
de la empresa sub-contratista CONMISA (Construcciones Nuevo Milenio S.A.) 
para el primer tramo de 5 KM, de 35 equipos que debió haber incorporado al 
iniciar la obra.  
19.1. Rediseño del proyecto. 
El rediseño presentado por Hispánica, en referencia a la circunvalación que 
estaría ubicada detrás del Cerro Coyotepe (que había sido excluida del 
proyecto original por falta de fondos), fue autorizado por el Titular del Ministerio 
del MTI, a través de la suscripción del acuerdo suplementario No 4 (no se llevo 
a cabo  ningún proceso de licitación) el día 16 de mayo del 2005, en dicho 
documento se acordó autorizar el incremento de valor inicial de la obra No. 
DEP55 – 026 – 2003, cuyo incremento asciende al valor de US$2,434,205.28 
más  la suma de US$ 24, 243.05 en Impuesto Municipal, más  la suma de 
US$367,282.25 para el Impuesto sobre valor agregado para un incremento 
total de US$2,815,830.58, pasando a costar el proyecto Desdoblamiento 
Carretera Managua (Ticuantepe) – Masaya – Granada US$28,626,915.78. 
(Veinte y ocho millones seiscientos veintiséis mil novecientos quince dólares 
con 78/100). Se acordó así mismo modificar el plazo de ejecución, el tramo de 
Managua – Masaya mas el tramo de Masaya – Granada se entregaría en el 
mismo plazo estipulado en el contrato es decir dentro de los 24 mese 
calendarios a partir de la emisión de la orden de inicio de la obra. Y la obra con 
el nuevo rediseño sería  entregado en un plazo de 11meses calendario a partir 
de recibir la orden de inicio de la ejecución de dicha obra.  
Este Acuerdo Suplementario nunca fue aprobado por el Gobierno del Reino de 
España, financiador del Proyecto.    
La comisión de infraestructura de la Asamblea Nacional mandó el día 24 de 
febrero del 2005 a detener el inicio de la construcción de 6.6 kilómetros de 
carretera de cuatro carriles, en el sector de Masaya, hasta que la empresa 
Hispánica presentara el Estudio de Impacto Ambiental. La decisión fue tomada 
tras reunirse con el Ministro de Transporte e Infraestructura, y pobladores de 
Masaya, que se oponían a la construcc ión de esa carretera en los alrededores 
de El Coyotepe. El Estudio de Impacto Ambiental y Socio-ambiental de la 
variante Masaya fue entregado por el grupo consultor el 6 de julio del 2005. 
19.2. Indemnización por compra de propiedades privadas . 
El Ministerio Transporte e Infraestructura, con fondos del presupuesto nacional 
(recursos del tesoro) hasta por un monto de C$11, 031, 427.81, procedió a 
indemnizar por compra – venta de los terrenos vendidos al Estado de 
Nicaragua, a través de documento privado “CONVENIO” suscrito  entre el 
representante legal del MTI y los propietarios de los terrenos afectados con el 
derecho de vía para la circunvalación. El monto antes mencionado se desglosa 
en C$10,366,008.78 (Diez  millones trescientos sesenta y seis mil ocho 
córdobas con 78/100) que corresponde a la compra de 205,313.19 metros 
cuadrados cuyo valor por metro cuadrado oscilan entre US$2.49 y  US$ 6.00 
dólares; mas C$665,419.03 (Seiscientos sesenta y cinco mil cuatrocientos 
diecinueve córdobas con 03/100) por concepto de indemnización tales como 
construcciones de vivienda, muros perimetrales, árboles frutales y maderos, 
cultivos.  
El Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI), para efectuar la adquisición 
de los terrenos para el derecho de la vía de la circunvalación carretera 
Managua (Ticuantepe) - Masaya – Granada, utilizó el mecanismo  de 
persuasión y negociación directa con los propietarios de los terrenos afectados. 
Delegando para tal función al Dr. José Alejandro Ríos Castellón, Secretario 
General del MTI mediante Acuerdo Ministerial numero 01-2005, emitido por el 
Señor Pedro Solórzano Castillo.  
Como lo exprese anteriormente la negociaciones de compra venta se 
concretizaron mediante documento privado llamado CONVENIO suscrito entre 
el representantes legales del Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI) y 
los propietarios de los terrenos afectados con derecho a la vía para 
circunvalación. En dicho documento se especificó el precio de venta por metro 
cuadrado, área en metros cuadrados afectada, quienes fueron los dueños 
iníciales de los terrenos y quienes están cediendo los mismos a través de la 
compra – venta a favor del Estado.  
A la fecha no se han podido elaborar las Escrituras Públicas por que se 
encuentran en el proceso de solicitud de la libertad de gravamen ante el 
Registro de la Propiedad Inmueble y Mercantil del Departamento de Masaya. 
Se realizó la compra a un total de 74 propietarios de los cuales 17 se 
encuentran en proceso  de Inscripción ante el Registro de la Propiedad 
Inmueble y Mercantil del departamento de Masaya. 
El MTI, justifica su actuación en la compra de los terrenos antes mencionados 
en base a la Ley de Derecho de Vía que en su artículo 5 establece: 
 
 “Cuando la construcción o ampliación de una carretera 
ocupa terrenos de particulares el Ministerio de Fomento 
(Hoy MTI), indemnizará al propietario y si se tratare de 
terrenos acotados, construirá además por su cuenta la 
nueva cerca”. 
 
 Argumento que transgrede lo establecido en el artículo 44 de nuestra 
constitución que garantiza el derecho de la propiedad privada y que los bienes 
inmuebles por causa de utilidad pública o de interés social pueden ser objeto 
de expropiación de acuerdo a la ley, previo pago en efectivo de justa 
indemnización. Así mismo el artículo 66 de la ley 323 que entre otras cosas 
establece: 
“… se procederá por la más alta autoridad del respectivo 
organismo o entidad del sector público a la declaratoria de 
utilidad pública o de interés social de acuerdo con la Ley” .  
 
El artículo 4 de la ley 229 ley de expropiación que en su parte conducente 
establece: 
“… que la entidad pública estatal, deberá hacer la 
declaración de utilidad pública o de interés social haciendo 
referencia  a los  planos descriptivos, informes técnicos u 
otros elementos suficientes para la determinación de los 
bienes o derechos que sean necesarios adquirir y dicha 
declaratoria deberá ser publicada en la Gaceta Diario 
Oficial estableciendo el término de quince días. Para que 
toda persona que se considere con derecho sobre dichos 
bienes comparezca ante la oficina señalada al efecto, con 
el objeto de llegar directamente a un avenimiento sobre el 
monto y forma de pago de la indemnización”.  
 
Dicho proceso deberá ser en coordinación con la Procuraduría General de la 
República, de conformidad a su Ley creadora Ley 411 que en su artículo 2 
establece sus atribuciones y de manera expresa en su inciso 2 establece: 
 
“Debe representar al Estado en todos sus actos y 
contratos que deban  formalizarse en escritura pública” .  
 
O sea para el desempeño de sus funciones deberá utilizar el Protocolo del 
Estado, el que está destinado exclusivamente para otorgamiento de escritura, 
referentes a actos y contratos en que sea parte o tenga interés el Estado 
(artículo 6 parte infine del primer párrafo). El Procurador General: 
  
Podrá delegar ante el sub procurador general o en algunos 
de los Procuradores, para comparecer en los actos o 
contratos notariales de acuerdo a las necesidades de la 
Procuraduría mediante respectivo acuerdo y aun por la vía 
telegráfica, radiográfica, fax, tele- facsímil correo 
electrónico o cualquier otro medio tecnológico.34  
 
20. Culminación de la obra  
El 29 de agosto del 2005 se emitió la Orden para el inicio de la Circunvalación 
de la Ciudad de Masaya. Otorgándole a la empresa Hispánica un plazo para 
ejecución es de 11 meses de conformidad al Acuerdo Suplementario No.4, la 
empresa Hispánica nunca ejecuto la obra.  
El proyecto debió haber culminado el 25 de noviembre del 2005, pero diez días 
antes de esa fecha o sea el 15 de noviembre del 2005 el Señor Pedro 
Solórzano Castillo como titular del MTI suscribió el Acuerdo Suplementario 
No.6 al contrato DEP55-026-2003 extendiendo el plazo para la terminación  de 
la obra al 24 de Enero del año 2006.   
                                                 
34 Ley 411 Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, publicada en La Gaceta Diario 
Oficial  No 244 el 24 de diciembre del 2001 
 
 
El 23 de enero del 2006 la empresa supervisora UTE PROINTEC 
EUROESTUCIOS. Realiz ó la recepción sustancial del tramo Ticuantepe – 
Nindirí, equivalente a 13.2 Km y Masaya – Granada equivalente a 12.9 Km. En 
dicho informe la Empresa supervisora, incluye un listado de obras que 
quedaban pendientes de corregirse en un plazo no mayor de 90 días en ambos 
tramos. Estableciéndose en dicha Acta de Recepción Sustancial, que una vez 
efectuadas las reparaciones señaladas se haría la Recepción Definitiva. La 
empresa Hispánica no cumplió con lo cometido.  
 
Los desembolsos efectuados a favor de Constructora Hispánica S.A. al 23 de 
enero del 2006 suman la cantidad de US$ 19.47millones de dólares, incluyendo 
el adelanto no deducido. Tiene en su poder US$997, 316,41 dólares del 
adelanto no deducido. El MTI efectuó las retenciones del 5% del valor de las 
obras ejecutadas como garantía de vicios ocultos hasta el avalúo No. 17, ya 
que el 18 de octubre de 2005 se había firmado el Acuerdo Suplementario No, 
5, mediante el cual se le reembolsaría al contratista el monto retenido, previo 
cumplimiento de la entrega de una Garantía de Retención, lo que nunca se 
cumplió debido a que la Garantía entregada no cumplía con los requisitos al 
haberse emitido por un Banco extranjero sin corresponsalía en Nicaragua.  
21. ARBITRAJE: 
Hispánica reclama US$13.9 millones por la ampliación de la carretera 
Ticuantepe – Masaya - Granada, alegando una serie de exigencias que fueron 
rechazadas de forma contundente por la firma Prointec-Euroestudios, a cargo 
de la supervisión de la obra, y del propio MTI,  desglosado en: 
 
Descripción  MONTO 
Trabajo previos entre la suscripción 
del contrato y la orden de inicio. 
US$232,044.56 
“reclamos por trabajos extras de 
diseño 
US$393,866.42 
“reclamo de costos por disminución de 
bancos de materiales  
US$616,523.19” 
 
Intereses por pagos tardíos US$141,407.61 
pagos por interrupciones “US$138,397.14 
“reclamo por reajuste de precios US$1,430,965.90 




16% de impuesto a las reclamaciones  US$1,924,670.30 
 
La Empresa Hispánica informo al MTI que sólo arrancaban la circunvalación si 
aprobaban el escalamiento de precios. Hecho que fue rechazado por el Nuevo 
Titular del MTI. 
La empresa española Hispánica informó a la Corte Permanente de Arbitraje 
(CPA), en La Haya, que no llegó a un acuerdo con el gobierno de Nicaragua en 
la disputa que mantiene por la ampliación de la carretera Ticuantepe-Masaya-
Granada. 
Con fecha jueves 27 de septiembre Brooks W Daly Secretario General Adjunto 
de la Corte Permanente de Arbitraje, confirmó la reanudación del procedimiento 
e invitó los comentarios del demandado con respecto al listado de candidatos  
para el tercer árbitro, enviado por la CPA a las partes el 16 de enero del 2007. 
Dado el tiempo que ya han transcurrido, la CPA solicita que el demandado 
proporcione sus comentarios antes del cierre del día laborable, martes 2 de 
octubre del 2007, para enviar el asunto al Secretario General.  
 El Titular del MTI del nuevo Gobierno estaba recibiendo dicha institución 
acordó con la empresa Hispánica un plazo de 120 días para poder conocer la 
documentación sobre el conflicto. Durante ese plazo, Hispánica pretende llegar 
a un acuerdo con las nuevas autoridades del Ministerio del Transporte e 
Infraestructura (MTI). El nuevo titular del MTI, Fernando Martínez, ha 
expresado a través de los medios de comunicación su interés por llegar a un 
acuerdo con Hispánica, obviando el arbitraje 35. 
ACUERDOS ALCANZADOS36 
El Gobierno de Nicaragua llego a acuerdo con la empresa Hispánica, la gestión 
para lograr este acuerdo fue encabezada por el Ministro y Viceministro de 
Transporte e Infraestructura, Fernando Martínez y Fernando Valle, y contó con 
el apoyo técnico de los titulares de Hacienda y Crédito Público, Alberto 
Guevara; Relaciones Exteriores, Samuel Santos, y el Procurador General de la 
República, Hernán Estrada. 
El acuerdo con la constructora española se estableció el Gobierno de 
Nicaragua le pagaría 6. 3 millones de dólares que faltaban para completar lo 
establecido en el contrato de adjudicac ión del proyecto, que era por el monto 
de 22 millones de dólares.  
Nicaragua logró conseguir que la constructora española dejará al MTI en 
concepto de donación sus módulos de construcción, siendo el principal una 
mezcladora de asfalto caliente, equipo con el que no contaba esta cartera del 
Estado. 
El dinero para Hispánica será reembolsado directamente en España, ya que la 
construcción de la carretera forma parte de un préstamo concesional de ese 
país europeo por medio de los Fondos FAD. 
22. Valoración critica del Caso Hispánica a la Luz de la Legislación Penal 
Vigente  
Hemos llegado a la conclusión que el Señor Pedro Solórzano Castillo ex -
Ministro del Ministerio de Transporte e Infraestructura consintió que la empresa 
Hispánica defraudara al Estado Nicaragüense de conformidad a nuestro código 
penal vigente en su Artículo 415 el que establece: 
                                                 
35 NUEVO DIARIO , Marte 2 de octubre del 2007 
36 LAPRENSA , 26 de enero  2008 
 “La autoridad, funcionario o empleado público…”  
 
En el caso que nos ocupa el Señor Solórzano Castillo ostentaba el cargo de 
Ministro del Ministerio de Transporte e Infraestructura, nombrado por autoridad 
competente de conformidad al acuerdo presidencial No 13-2002 de Toma de 
Posesión de Ministros y Vice-Ministros de Estado del día diez de enero del año 
dos mil dos.  
 “…que, en los contratos, suministros, licitaciones, 
concursos de precios, subastas o cualquier otra operación 
en la que intervenga por razón de su cargo o comisión 
especia l defraudare o consintiere en que se defraude a la 
Administración Pública, órganos, dependencias, entes 
desconcentrados, descentralizados, autónomos o 
empresas del Estado, del Municipio y de las Regiones 
Autónomas, incurrirá en las penas de prisión de cuatro a 
ocho años e inhabilitación absoluta por el mismo 
período…” 
 
El Señor Solórzano Castillo, como autoridad máxima del Ministerio de 
Transporte e Infraestructura era el encargado para llevar a cabo el proceso de 
LICITACIÓN y CONTRATACIÓN para la ejecución de la Obras del Proyecto de 
Desdoblamiento de la Carretera Managua (Ticuantepe)- Masaya- Granada. De 
conformidad a lo establecido en el Pliego de Bases y Condiciones y la Ley 323 
Ley de Contrataciones del Estado y su Reglamento. 
 
El proceso de licitación estuvo totalmente viciado: 
 
El comité de licitación en su acta de resolución recomendó adjudicar el 
proyecto a la empresa FFC Construcciones y estableció en dicho informe que 
la oferta presentada por Hispánica era una oferta ruinosa ya que la misma 
presentaba un desbalance de precio y no estaba de acuerdo con las 
especificaciones establecidas en el Pliego de Bases y Condiciones.  
 
La empresa Hispánica interpuso recurso de aclaración e impugnación, el que 
fue aceptado de manera improcedente por el señor Ministro al proceder a 
nombrar al comité de revisión. Dichos recursos debieron ser rechazados de 
plano, ya que los mismos no eran objeto de apelación de conformidad a lo 
establecido en el Numeral 1.8 del Pliego de Bases y Condiciones que 
literalmente establece: 
 
“No será objeto de apelación la decisión del Comité de 
Licitación cuando éste descalifique una oferta que no esté 
de acuerdo con las especificaciones o que manifiesten un 
desbalance notorio de precio o colusión con las otras 
ofertas”. 
 
Los procedimiento realizado por el comité de licitación en el proceso de 
aclaración e impugnación estuvieron totalmente viciado. La misma empresa 
Hispánica, aceptó no haber cumplido con las especificaciones del Pliego de 
Bases y Condiciones en su recurso de impugnación al no haber contemplado la 
construcción de un puente ni las cantidades de metros lineales de construcción 
en defensa metálica, aclarando los dos aspectos importantes por el cual fue 
descalificada por este mismo comité. Sin embargo éste procedió de manera 
anómala y contradictoria al señalar de manera categórica en las declaraciones 
dadas al comité revisor, que los alcances de la oferta de la empresa referida 
abarcaban los límites del objeto de la licitación. El comité revisor al dar por 
aceptada dicha aseveración, hizo caso omiso de la inobservancia a las 
especificaciones del Pliego de Bases y Condiciones por parte de la empresa 
Hispánica, así como los procedimientos establecidos en la ley 323. 
Procediendo a dar como válida dicha causal al recomendar la adjudicación a la 
empresa Hispánica.  
 
El señor Ministro como garante del debido proceso el principio de igualdad y la 
libre competencia, benefició de manera dolosa e inapropiada a la empresa 
Hispánica al haberle adjudicado dicho proyecto al margen del Pliego de Bases 
y Condiciones y de los procedimiento que estable la ley 323 y su reglamento. 
Actuando en contra del interés público y la calidad del proyecto.   
 
SOBRE EL CONTRATO 
 
El Señor Ministro procedió de manera dolosa al incorporar en el contrato a 
petición de la empresa Hispánica la Cláusula Décimo Tercera sobre los 
derechos del contratista establecida en la Ley de Contrataciones del Estado y 
su reglamento de manera extensiva y explicita en contraposición del Pliego de 
Bases y Condiciones y lo expuesto por la misma empresa en su recurso de 
aclaración e impugnación  
 
 “Que el precio de la oferta por dicha empresa eran 
firme”… “Así mismo siguió expresando de las bondades 
de su oferta, bajo el supuesto que era la más conveniente 
por ser un precio cerrado, 20% menor al de su competidor 
más cercano y que ya incluía un descuento comercial.”   
 
Dejando en desventaja al Estado de Nicaragua, pues la Empresa en cualquier 
momento podía solicitar reajuste deprecio, pago de intereses legales, 
deslizamiento de la moneda, pago por mora, derecho a la terminación 
anticipada del contrato, solicitar revisión de precios etc.  
 
Así mismo el señor Ministro dejo en desventaja al Estado de Nicaragua al 
haber omitido en la cláusula XI la determinación del domicilio o sede del 
Tribunal Arbitral, y la no incorporación del texto del reglamento de la CNUDMI 
como parte integrante del Contrato, especificando únicamente que el 
arbitramiento se regiría por las reglas y procedimientos de la Comisión de las 
Naciones Unidas para e Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI).  
 
Dichas omisiones y la cláusula antes mencionada y constituida en dicho 
contrato de manera arbitraria y su afirmación en contestación a la misiva que 
se podía hacer uso del reglamento del CNUDI, permitieron a la empresa 
Hispánica poder demandar al Estado de Nicaragua  ante la Corte Permanente 
de Arbitraje con sede en la Haya, por un monto de $ 13.9 millones de dólares.  
 
Las autoridades del Nuevo Gobierno se vieron obligadas a negociar con dicha 
empresa, llegando al acuerdo de que el Estado de Nicaragua le pagará a dicha 
empresa la cantidad de $6.3 millones de dólares. Monto que será pagado con 
los fondos  directamente en España, ya que la construcción de la carretera 
forma parte de un préstamo concesional de ese país europeo por medio de los 
Fondos FAD. Pero dicho monto será pagado al Gobierno de España por cada 
uno de los Nicaragüense, el monto referido para la construcción de la carretera 
en mención no es una donación es un préstamo que deberá ser pagado de 
acuerdo a las condiciones establecidas en el Decreto A.N. No.3583 del 9 de 
julio del 2003. 
 
El Señor Ministro en contraposición del contrato en su cláusula VII y del Pliego 
de Bases y Condiciones que establece que la fianza tendrá una validez de 90 
días posteriores a la recepción final de la obra , procediéndole aceptarle a la 
empresa Hispánica la garantía de anticipo y de cumplimiento con fecha que 
expiran automáticamente, quedando de esta manera desprotegido el Estado de 
Nicaragua al no poder ejecutar las mismas.    
 
La Empresa supervisora UTE PROINTEC EUROESTUDIO S.A. en su informe 
No 9  del 20 de agosto del 2004 establece que hay un atraso significativo por el 
orden del 22.98% en los nueve meses transcurrido, con una considerable baja 
de producción y avance físico. Para solventar dicha situación la empresa 
Hispánica, autorizada por el señor Ministro  y de manera fraudulenta, 
procedieron a rediseñar los planos originales e incrementar el costo del 
proyecto y reducir el ancho de la carretera diseñado en los planos originales de 
22 metros a 18 metros. 
 
El Informe presentado por la Universidad de Ingeniería UNI, solicitado por la 
Contraloría General de la República que en su parte conducente estable que la 
Empresa Hispánica no tiene bien definida su estructura, mano de obra, equipos 
y materiales: no incluyó en la construcción de la carretera los equipos de 
perforación, excavación y compactación, así como de suministro de agua al 
momento de hacer el plan de ejecución de la obra y tampoco ha realizado 
ningún plan de tráfico vehicular. Para el relleno y compactación de la 
carretera antes de asfaltarla, la compañía ha usado material de baja 
calidad. El Ministro como garante del cumplimiento del contrato debió proceder 
de conformidad a la clausula IX  CONTROL  DE CALIDAD. (Ver contrato en 
anexos)  
 
El Estado de Nicaragua dejó de percibir la cantidad de US$2,500,863.82, 
correspondiente a la multa por atraso en la entrega del proyecto, monto 
estimado al 23 de enero del 2007. El Ministro del MTI es responsable directo 
por la no aplicación de la multa de conformidad a lo establecido en el contrato 
firmado entre ambas Instituciones. La fecha de entrega de la obra estaba  
programada para ser entregada en 24 meses, contados a partir del 25 de 
noviembre de 2003. El señor Ministro de manera dolosa y con el fin de 
favorecer a dicha empresa procedió a firmar el acuerdo  complementario No 6  
en el que se extendía el plazo para la entrega de la obra el  24 de enero del  
2006, en contraposición con lo establecido en el contrato y en el Acuerdo 
Complementario No.4  
 
El Estado de Nicaragua dejó de percibir la cantidad de US$997,316.41 dólares 
de adelanto no deducidos correspondiente al 5% del valor de las obras 
ejecutadas como garantía de vicios ocultos ya que el 18 de octubre de 2005 se 
había firmado el Acuerdo Suplementario No, 5, mediante el cual se le 
reembolsaría al Contratista el monto retenido, previo cumplimiento de la 
entrega de una Garantía de Retención, lo que nunca se cumplió debido a que 
la Garantía entregada no cumplía con los requisitos al haberse emitido por un 
Banco extranjero sin corresponsalía en Nicaragua. Pero si el Ministerio dejo de 
retenerle el 5% de las subsiguientes órdenes  de pago. En total violación a la 
cláusula   VIII: RETENCION DE PAGO AL CONTRATISTA: 
  
“El Contratante retendrá un 5% del total del contrato, los 
serán devueltos EL CONTRATISTA hasta la aprobación 
final de la obra” 
 
Así mismo, se determina que el Ministro Pedro Solórzano Castillo cometió el 
delito de Malversación de Caudales Públicos de conformidad a lo establecido 
en el Artículo 410 de nuestro código penal vigente que literalmente establece:  
 
“ Los funcionarios o empleados públicos a quienes esté 
encargada por la ley aprobación de alguna fianza, si 
aprobaren la que no llenen todo los requisitos legales, 
conociendo o debiendo conocer su ineficacia, sufrirán una 
multa equivalente a la cuarta parte del valor  de la fianza ..” . 
 
El señor Pedro Solórzano Castillo, como ex - titular del MTI no cumplió con los 
requisitos establecidos en el artículo 49 de la ley 323. La Institución Bancaria 
de origen Español, utilizada para tales fines no tiene agencia o representante 
en Nicaragua, teniendo por lo tanto efecto únicamente en España.  
 
“…Si por tal aprobación quedare en descubierto la 
Hacienda Pública, pagarán, además de la multa del inciso 
anterior, la pérdida que haya sufrido y los perjuicios 
consiguientes, y además serán castigados con 
inhabilitación especial de uno a dos años”.  
 
El Estado de Nicaragua quedó imposibilitado a reclamar a la empresa 
Hispánica, la fianza y garantía establecida en el contrato. Dejando el Estado de 
percibir US$8,316,102.76 en concepto de adelantos y garantías de 
cumplimiento aceptados por el Ministro. Las garantías aceptadas por el Ministro 
establecieron fecha de expiración automática lo que imposibilitó poder ejercer 
las garantías en España y por el incumplimiento del contrato por parte de la 
empresa Hispánica.  
 
Y el  artículo 405cpv reformado por la Ley 419 el que establece:  
 
“ La autoridad, funcionario o empleado público que 
destinare o le dé una aplicación publica distinta a las 
señaladas por la ley a los caudales, efectos  o valores de la 
administración pública, órgano, dependencias, o entes 
desconcentrados, descentralizados, autónomos o 
empresas del Estado, del Municipio y de las Regiones 
Autónomas, puesto a su cargo por razón de sus funciones, 
incurrirá en la pena de dos a cinco años de prisión e 
inhabilitación absoluta por el mismo período”.   
 
Vázquez establece que, para que se configure esta figura penal, el funcionario 
debe brindarle a los caudales o efectos públicos una aplicación distinta de la 
prevista, ya que el funcionario no tiene la facultad de desviar dichos bienes a su 
arbitrio, ya que en éste último caso su conducta siempre se va a apartar del 
curso administrativo autorizado, aunque los mismos se empleen en otro plan o 
proyecto de la administración37 
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El Ministro del MTI ocasionó perjuicio económico al Estado hasta por la suma 
de C$11,031,427.81 en concepto de indemnización por compra venta de 
terrenos. Vendidos  de manera anómala al Estado de Nicaragua a través del 
Asesor legal del MTI con el fin de realizar la circunvalación de la carretera 
Ticuantepe – Masaya – Granada. Contraviniendo con lo estipulado en el 
artículo 112 de la Constitución Política, que establece entre otras cosas que la 
ley determinará los límites  de gastos de los Órganos del Estado, toda 
modificación al Presupuesto General de la República o transferencias entre 
distintas instituciones requerirá de la aprobación de la Asamblea Nacional. El 
MTI no estaba autorizado por el Poder Legislativo desviar fondos de su 
presupuesto para terminar una obra que ya tenía los fondos necesarios para su 
realización y culminación. Además queda evidenciado el actuar de manera 
dolosa del funcionario antes mencionados  al querer omitir de manera 
fraudulenta la propuesta presentada por la Empresa consultora TYPSA,  en la 
que manifestó  que la realización de la Circunvalación de la Ciudad de Masaya 
no era viable por el costo de la misma y superaba ampliamente el monto de la 



















23. Recomendación  
La Constitución Política de Nicaragua establece que la Contraloría General de 
la República es el organismo rector del sistema de control de la Administración 
pública y fiscalización de bienes y recursos del Estado (art. 154 Constitución 
Política). Por medio de Auditorías. De conformidad a lo establecido en Las 
Normas de Auditoria Gubernamental de Nicargua-NAGUN-7-98, estas  se 
clasifican en: Auditorías financieras  y de cumplimiento ; operacionales  o de 
desempeño; especial o de alcance limitado y la auditoria gubernamental con un 
enfoque integral. De acuerdo a sus resultados o hallazgos que perjudiquen  al 
patrimonio del Estado éste puede clasificar las responsabilidades en 
administrativas, civil o dictaminar si existe o no presunción penal, a demás 
tiene la facultad de remitir  lo actuado al Ministerio Publico, para que sea éste el 
que determine la existencia o no de responsabilidad penal. Las resoluciones 
emitidas por dicho organismo actualmente se encuentran en el LIMBO pues 
casi la totalidad de sus resoluciones emitidas  con presunción penal o por 
emitirse han sido recurridas de Amparo, interpuesto por los implicados en la 
Sala Civil  del Tribunal de Apelaciones, quienes le han dado lugar a la misma. 
Aquellas resoluciones en las que se han establecido presunción penal y  no 
han sido objeto del recurso de Amparo, han sido enviadas al Ministerio Público 
quien determinará si existen meritos para proceder a acusar por la vía penal.   
Esto nos indica que la identificación de indicios de responsabilidad penal por 
parte del CGR es en sede administrativa  en esta fase no se acusa  o demanda 
a los involucrados, se efectúa un trabajo técnico de auditoría que puede servir 
o no al Ministerio Publico para sustanciar, impulsar, valorar y determinar, si en 
los hallazgos atribuidos a los involucrados constituyen prueba suficiente para 
fundamentar una decisión definitiva y vinculante o proceder éste a realizar sus 
propias pesquisas que le permitan establecer si existe o no delito que ameriten 
una acusación por la vía penal. En caso de desestimar la acusación el 
Ministerio Publico, la Procuraduría General de la República posee la facultad 
de realizar la acusación autónoma correspondiente  de conformidad al artículo 2 
numeral 6 de la ley 411 Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República y artículo 78 inciso “C” del cpp. 
Este mecanismo ha permitido que los delitos de corrupción cometidos por 
funcionarios públicos se diluyan con el tiempo  y queden en su mayoría en la 
impunidad o durmiendo en el sueño de lo justo. 
El caso que nos ocupa, la CGR en su examen de auditoría encontró presunción 
penal en contra del Señor Pedro Solórzano Castillo,  la Institución  procedió a 
enviar el informe auditado con su hallazgo al Ministerio Publico. Actualmente 
éste se encuentra en proceso de investigación para determinar si existe algún 
delito penal cometido por el Señor Solórzano Castillo u otro funcionario público. 
Las denuncias sobre las posibles irregulares que había cometió el señor 
Ministro Pedro Solórzano, iniciaron a los seis meses aproximadamente 
después de haber firmado el contrato a través de los medios de comunicación 
escritos y radiales. Han pasado aproximadamente cuatro año el estado tubo 
una pérdida patrimonial aproximada de unos $16.00 millones de dólares y 
C$11.00 millones de córdobas , a la fecha no existen culpable, se sigue con la 
investigaciones pero el daño ya está hecho, éste se pudo evitar que no fuera 
mayor si existiera un verdadera relación laboral interinstitucional en contra de la 
corrupción. 
1. Es por tal razón que recomendamos la creación de una  ley que 
establezca una relación interinstitucional estratégica contra la corrupción 
en la administración pública, entre  la Procuraduría General de la 
República como representante  legal del Estado, el Ministerio Publico, 
quien tiene la función acusadora y la Contraloría General de la 
República como Organismo Fiscalizador del Estado con el fin  de que 
estas en conjunto realicen las auditorias especiales o sea aquellas 
auditorias que ameritan con urgencia llevarlas a cabo para prevenir en lo 
posible un daño mayor al patrimonio del Estado Nicaragüense. 
En consecuencia esto nos permitiría que una vez terminada la auditoria las 
instancias correspondientes, pudieran determinar la existencia de la 
responsabilidad administrativa, civil y penal, desapareciendo la presunción 
penal y tomar las acciones pertinentes del caso de acuerdo a su competencia. 
2. Recomendamos que La Procuraduría General de la República juegue un 
papel más beligerante en cuanto a sus deberes y obligaciones prescritas 
en la Ley 411, pues permitiría disminuir los abusos el fraude y la 
corrupción en las Instituciones del Estado. Pues éste tiene como 
mandato entre otras cosas: 
2.1 . Ser asesor y consultor de los órganos y entidades estatales. Su 
dictamen será obligatorio dentro de los órganos del poder 
ejecutivo. 
2.2 . Supervisar que las actuaciones de los funcionarios y empleados 
del Estado en el desempeño de sus funciones estén ajustado a 
derecho. 
2.3 . Velar para que los funcionarios de las Instituciones desempeñen 
fielmente su cargo y deducirles responsabilidades en que 
puedan incurrir 
2.4 . Representar al Estado en todos los actos y contratos que deban 
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MEDIOS DE COMUNICACIÓN ESCRITOS 
LA PRENSA EL DAIRIO DE LOS NICARAGUENSES DEL 2004 AL 30 DE 
MARZO DEL 2008  
EL NUEVO DIARIO DEL 2004 AL 30 DE MARZO DEL 2008    
GLOSARIO 
ÉTICA: La ética es más bien un concepto filosófico que se ocupa de la 
moral y de las obligaciones subjetivas; del hombre, está conformada por un 
acto de conciencia voluntaria del hombre, conciencia que es derivada de la 
formación moral, social, religiosa, política o académica de cada uno. 
DÁDIVA: para unos, debe consistir en algo con significado económico, que 
mejore el patrimonio o libere de una carga, en tanto que para otros comprende 
cualquier beneficio, provecho o utilidad, con o sin valor económico. 
EXTRANEUS: Persona particular que influye en el funcionario público. 
PREVALIMIENTO:  Los definen como un abuso o provecho de la función para 
llevar a mejor termino los propósitos delictivos del funcionario. O sea coloca al 
funcionario en una posición de seguridad para delinquir en cuanto las 
facilidades de impunidad que le concede su condición pública. 
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